ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA
RADICACIÓN: 66001 31 09 003 2019 00061 01
ACCIONANTE: LAURA ARISTIZABAL VS. DIAN
ASUNTO: REVOCA – CONCEDE DERECHO 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS / LA RESPUESTA DEBE SER DE FONDO, CLARA Y OPORTUNA / Y NOTIFICADA AL PETICIONARIO / LO QUE NO SE SUPLE CON LA COMUNICACIÓN DIRIGIDA AL JUEZ DE LA TUTELA.
Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. (…)
En la Sentencia T-142 de 2012 , la Corte Constitucional dijo respecto al derecho de petición, lo siguiente: (…)
“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición”. (…)
… esta Sala considera que la DIAN no ha atendido la solicitud de la accionante, pues más allá de la existencia de unos documentos mediante el cual se responde la petición elevada, no  obra  prueba alguna de que los mismos se pusieran en conocimiento de la solicitante, lo que significa que la determinación en el sentido de decretar la existencia de un hecho superado por carencia actual de objeto no es congruente, pues la señora Laura Aristizabal no ha recibido la respuesta con fecha del 12 de junio de 2019 descrita anteriormente, lo que vulnera su derecho fundamental del petición. 

Como parte fundamental del derecho de petición es que la decisión que tome la administración, en uno u otro sentido, debe ser comunicada oportunamente al particular, por ser el único interesado en la respuesta pretendida, por lo tanto, la información que se da al juez de tutela no constituye respuesta efectiva a la petición del solicitante…
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL 
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintinueve (29) de julio de dos mil diecinueve (2019)
Proyecto aprobado por Acta No.675
Hora: 10:00 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación formulada por la señora Laura Aristizabal frente al fallo emitido el día 20 de junio del año 2019  por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela que instauró en contra de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN.
2. ANTECEDENTES 

2.1. Informó la señora Laura Aristizabal que el 21 de mayo del año 2019 radicó un derecho de petición ante la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN, el cual no ha sido respondido dentro del término legal, lo que vulnera tal garantía y en tal virtud, solicitó su protección constitucional.
Anexó copia de la petición realizada el día 21 de mayo del año 2019 (Fls. 3  y 4).
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES - DIAN 
Explicó que la petición de la accionante se hizo por medio de “consulta” por referirse a solicitud de interpretación de normas relacionadas con asuntos de competencia de la DIAN, que se resuelve en el término de 30 días y no como lo considera la actora. 

Aclaró que la petición realizada por la accionante se encontraba en el término oportuno para dar respuesta si se tiene en cuenta que la misma fue radicada en Bogotá el 21 de mayo del año 2019 y fue remitida al buzón de recepción de la Dirección Seccional Pereira el día 27 de mayo del año que avanza, fecha a partir de la cual comienza a correr el término de 30 días que se extiende hasta el 7 de julio del presente año.  Sin embargo, se resolvió la mencionada consulta mediante oficio N° 116201236-662 Formato 1474  número de formulario 14743011605572 con fecha de junio 12 del año 2019, por lo que solicitó al despacho se declarara superado el hecho que generaba la inconformidad de la accionante  (Fls. 10-14).
Anexó copia de la respuesta aludida (Fls. 18 y 19).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 20 de junio de 2019, el Juzgado 3º Penal del Circuito de la ciudad de Pereira resolvió declarar la carencia actual del objeto por hecho superado, ante la actuación de la DIAN.
La accionante fue notificada del fallo anterior el 20 de junio de 2019 (Fl. 31)
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN
Dentro del término para impugnar dicha decisión el día 26 de junio del año 2019 la accionante la señora Laura Aristizabal impugnó el fallo proferido por el Juzgado 3° Penal del Circuito de la Ciudad de Pereira, insistiendo que el término para dar respuesta  a su petición presentado el día 21 de mayo de 2019, se vencía el 5 de junio del año 2019.  Así mismo, indicó que si bien la DIAN tiene o ha tenido la voluntad de dar respuesta a lo solicitado, también lo es que no se ha recibido respuesta alguna, pues no obra prueba dentro del expediente de que se hubiera entregado el oficio aludido. Por lo anterior solicitó: i) revisar el fallo de primera instancia, toda vez que se presentó un error en la decisión pasando por alto sus garantías constitucionales, ii) ordenar a la entidad accionada dar respuesta en los mismos términos en que lo hizo al juzgado y remita dicha contestación y documentación expedida a la dirección en el escrito tutelar, para que así proceda a responder de fondo la petición (Fls. 32-35).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada por el A quo fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo los argumentos expuestos por la parte impugnante.

6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.3.2. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

6.4. Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. (…)”

A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respe8ctiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.    2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

6.4.1. En la Sentencia T-142 de 2012
, la Corte Constitucional dijo respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición. Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.” (Subrayado propio).

6.5.  DEL CASO EN CONCRETO

6.5.1.  En el caso bajo estudio, esta Sala observa que la señora Laura Aristizábal demandó el amparo de su derecho fundamental de petición por considerar que la DIAN no había dado respuesta a su solicitud del 21 de mayo de 2019, en el que requirió que se le diera información sobre lo siguiente: i) si las infracciones, multas o sanciones impuestas por las entidades del Estado, están gravadas con el IVA y ii) si las infracciones, multas o sanciones impuestas por las entidades del Estado pueden tener algún tipo de descuento sobre el valor de la sanción antes de intereses.  Dicha petición quedó radicada bajo el No.000E2019016996 en la sede nivel central, en la dependencia de quejas y reclamos (Fls. 3 y 4).

6.5.2.  Significa lo anterior, que la accionante verificó el presupuesto indicado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional desde la Sentencia T-010 de 1998 y que se refiere a la carga de la prueba que le asiste de haber elevado un derecho de petición con el fin de requerir la respuesta a la autoridad competente, en este precedente dicho Tribunal indicó lo siguiente:

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.” (Subrayas nuestras)

6.5.3.  Por su parte, la DIAN tramitó la solicitud de la accionante como una consulta por cuanto la misma se trata de materias relacionadas con normas con el ejercicio de las funciones conforme a las competencias de la entidad y por lo tanto, contaba con 30 días para resolver sus inquietudes.  No obstante, la Jefe de División de Gestión Jurídica de la DIAN de Pereira, emitió el 12 de junio de 2019 el oficio N° 116201236-662 Formato 1474  número de formulario 14743011605572 en el que respondió el requerimiento de la actora (Fls. 18 y 19).  

6.5.4. Enfrentadas así las partes, esta Sala considera que la DIAN no ha atendido la solicitud de la accionante, pues más allá de la existencia de unos documentos mediante el cual se responde la petición elevada, no  obra  prueba alguna de que los mismos se pusieran en conocimiento de la solicitante, lo que significa que la determinación en el sentido de decretar la existencia de un hecho superado por carencia actual de objeto no es congruente, pues la señora Laura Aristizabal no ha recibido la respuesta con fecha del 12 de junio de 2019 descrita anteriormente, lo que vulnera su derecho fundamental del petición. 

6.5.5. Como parte fundamental del derecho de petición es que la decisión que tome la administración, en uno u otro sentido, debe ser comunicada oportunamente al particular, por ser el único interesado en la respuesta pretendida, por lo tanto, la información que se da al juez de tutela no constituye respuesta efectiva a la petición del solicitante, tal como lo señaló la Corte Constitucional desde sus inicios, sobre este aspecto, así:

“El Juez parece entender que la ya transcrita comunicación, dirigida a él y no al peticionario, es una respuesta satisfactoria que responde a las directrices jurisprudenciales invocadas en el fallo.

“La Corte debe manifestar que no es así y que, por el contrario, se encuentra acreditada la vulneración del derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la Carta Política.

“Lo que la entidad sindicada de violar el derecho de petición informe al juez de tutela para justificar la mora en la resolución o para suministrar datos sobre el trámite de una solicitud no constituye respuesta al peticionario. El sentido del derecho fundamental en cuestión radica en que sea la persona solicitante la que reciba contestación oportuna. Cuanto se haga luego ante el juez de tutela, puesto que precisamente tal acción tiene por fundamento la violación del derecho, es ya tardío e inútil, a no ser que se trate de probar documentalmente que ya hubo respuesta y que ella se produjo en tiempo, con lo cual se desvirtuaría el cargo formulado.

“Tener por contestación lo que se informa al juez, en especial si -como en este caso- se está reconociendo por el propio ente obligado que todavía no se ha respondido la solicitud, es contraevidente.

“No entiende la Corte cómo puede negarse la protección judicial del derecho cuando un día antes de resolver el Juez ha tenido a la vista la más clara prueba de la negligencia administrativa y de la vulneración de aquél.” (Ver Sentencia T-388 de 1997, subrayas propias)
6.5.6. Por lo tanto, no bastaba con que la DIAN hubiera respondido al juez de primer grado sobre el trámite surtido relacionado con la petición de la señora Laura Aristizabal,  sino que su obligación era haber comunicado a la dirección por ella aportada en el escrito petitorio, lo que no ocurrió en este asunto en concreto, y en tal sentido, continúa la vulneración al derecho fundamental de petición de la actora, lo que hace procedente el amparo invocado, con el fin de cesar la transgresión a dicha prerrogativa constitucional. 

6.5.7.   De todos modos, esta Sala debe precisar al accionante que el ejercicio del derecho petición no significa que el mismo lleve implícito una resolución favorable a lo demandado, sino que se entiende vulnerada tal prerrogativa cuando el peticionario no recibe una contestación a sus inquietudes en el término contemplado por la ley, tal como lo refirió la Corte Constitucional en la Sentencia T-146 de 2012 cuando señaló lo siguiente: 

“El derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. Esto quiere decir que la resolución a la petición, “(…) producida y comunicada dentro de los términos que la ley señala, representa la satisfacción del derecho de petición, de tal manera que si la autoridad ha dejado transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar respuesta al peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato constitucional.”  (Subrayas nuestras)

De tal manera, que esta Sala accederá a lo solicitado en la alzada en el sentido de ordenar a la Jefe División de Gestión Jurídica de la Dirección Seccional de Impuestos y Aduanas de Pereira, que envíe a la señora Laura Aristizábal la respuesta proferida el 12 de junio de 2019 a la dirección que aportó la accionante ºen su petición, que es la misma que aparece en la demanda de tutela.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la decisión proferida 20 de junio de 2019 por el Juzgado 3º de Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción tutela interpuesta por la señora Laura Aristizabal en contra de la DIAN. En su lugar, se TUTELA el derecho fundamental de petición invocado por la señora Laura Aristizabal.
SEGUNDO: ORDENAR al Jefe División de Gestión Jurídica de la Dirección Seccional de Impuestos y Aduanas de Pereira, que dentro de las cuarenta y ocho (48)  horas siguientes a la notificación de esta fallo, envíe a la señora Laura Aristizabal la respuesta proferida el 12 de junio de 2019 a la dirección que aportó la actora en su petición, que es la misma que aparece en la demanda de tutela.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 
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